PRESUPUESTOS, IMPUESTOS Y POLÍTICAS SOCIALES

El Gobierno de España, la Junta de Andalucía y el Ayuntamiento de Castilleja están en estas fechas procediendo a la elaboración de los presupuestos para el año 2010. Los presupuestos son el reflejo más claro de la orientación política de un gobierno. Es aquí donde se demuestra quien es quien, donde se pone de manifiesto qué es lo más importante para un gobierno. Los presupuestos son el instrumento público más adecuado para redistribuir la riqueza de un país, para trazar el camino del progreso y del avance de una sociedad. No es lo mismo, por tanto, que unos presupuestos estén elaborados por gobiernos de progreso o que estén hechos por políticos conservadores o neoliberales. 

Los socialistas encaramos la elaboración de los presupuestos con la mirada puesta en el bienestar de los ciudadanos y en ayudar a que los que menos tienen no vean limitadas sus posibilidades de desarrollo. Estas últimas semanas, la derecha ha arremetido contra el Gobierno de José Luis Rodríguez Zapatero a santo de los presupuestos. Todos recordamos lo que nos trajeron ocho años de gobierno de la derecha de Aznar, la más retrógada de toda Europa. Esos años supusieron para Andalucía un parón en las infraestructuras que dependían del Estado y un manifiesto castigo a los andaluces y las andaluzas porque le pusimos coto a las ideas conservadoras del PP y continuamos apoyando a los socialistas, como venimos haciendo desde hace 30 años.

En la búsqueda del fracaso del PSOE la derecha está dispuesta a hacer todo lo que le sea posible, desde poner en quiebra las instituciones del Estado hasta dejar vacías las arcas públicas en aras de los intereses de unos cuantos. Esta situación es tanto más reprobable cuanto peor es la coyuntura que vive el país.  Atravesamos una profunda crisis económica que necesita del concierto de todos los talentos de la sociedad. Gracias a las políticas de Aznar, la crisis es aquí más grave que en otras partes y, seguramente, nos costará más trabajo salir de ella.  Por ello es incomprensible la actitud de la derecha y de un sector de la izquierda que todavía vive en la ensoñación anguitiana. Los presupuestos que estamos elaborando los socialistas tienen como principal objetivo el mantenimiento de las políticas sociales y el evitar que miles de ciudadanos y ciudadanas queden en la exclusión social. A la derecha eso le da igual, pero para la izquierda es la principal razón de ser. 
Para el mantenimiento de las políticas sociales, el Gobierno ha planteado una revisión de algunos impuestos que entrará en vigor cuando España comience a salir de la recesión, a mediados del año próximo. Es una subida mínima que no se va a notar en la bolsa de la compra ni en el día a día de la inmensa mayoría de los ciudadanos, pero que va a servir para que muchas personas puedan seguir disfrutando de una serie de servicios sin los que esta sociedad no podría llamarse a sí misma progresista.

A la derecha le habría parecido mejor que los empresarios pudieran despedir libremente a los trabajadores, que las mujeres se quedaran en sus casas, o que solo accedieran a los estudios medios y superiores los de siempre. La derecha hubiera preferido que las carreteras, que el metro, que el tren de cercanías, que las canalizaciones de agua, que las instalaciones sanitarias, culturales o deportivas y que la SE-40 o la ampliación de los carriles de la A-49 no se hicieran; solo así podrían justificar la sarta de improperios con que inundan sus discursos públicos. Pero no lo van a conseguir.
El PP cuenta con un sistema de portavoces que hacen que por repetidas sus mentiras parezcan  verdades como puños. La ciudadanía andaluza ha sabido no dejarse llevar por esa reiteración de mensajes catastrofistas que ponen siempre al PSOE como el paradigma de todos los males. Está vez ocurrirá lo mismo. Desde el espíritu crítico de la izquierda hemos de aportar nuestro grano de arena para que cuanto antes salgamos de la crisis y comencemos a replantear un nuevo modelo económico basado en la sostenibilidad y en la creación de más empleo estable. Eso sí, sin que en ningún momento los trabajadores y las trabajadoras vea peligrar sus puestos de trabajo, ni que las familias se vean desprovistas de todo apoyo público.
1

